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PROMUEVE DEMANDA DE INCONSTITUCIONALIDAD. SOLICITA DICTADO DE MEDIDA CAUTELAR. 
Sr. Juez Federal:

Enrique del Carril, en mi carácter de Presidente y en representación del COLEGIO DE ABOGADOS DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES, con domicilio real y constituyendo domicilio a los efectos de estas actuaciones en la calle Montevideo 640, Capital Federal, conjuntamente con mi letrado patrocinante Dr. Ricardo Ramírez Calvo, abogado, Tº 38, Fº 757 CPACF, a V.S. me presento y digo:
I) PERSONERÍA 



Como lo acredito con la copia del estatuto y del acta de designación de autoridades que adjunto a la presente como Anexo I, soy Presidente del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires. 
Como surge de su estatuto, el Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires es una asociación sin fines de lucro formada exclusivamente por abogados. Entre otros, sus fines son propender al mejoramiento del Poder Judicial y velar por su independencia como poder del Estado y defender los derechos de los abogados en el ejercicio de la profesión. Para dichos fines es que sus integrantes se asocian al Colegio, otorgándole así el mandato implícito de perseguir los objetivos mencionados.
II) OBJETO


En el carácter invocado vengo a promover demanda contra el Estado Nacional, a fin de que V.S. declare la inconstitucionalidad de la Ley 26.080, modificatoria de la Ley 24.937 (t.o. Decreto 816/99). 
La Ley 26.080 (cuyo texto se acompaña a la presente como Anexo II) fue sancionada por el Congreso de la Nación con fecha 22 de febrero de 2006, promulgada por el Poder Ejecutivo Nacional el día 24 de febrero de 2006, y publicada en el Boletín Oficial con fecha 27 de febrero del presente año.


En cuanto interesa a la presente demanda, la normativa de que se trata modifica y sustituye las disposiciones establecidas por la Ley 24.937 (t.o. Decreto 816/99) en lo que respecta a la composición y funcionamiento del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados.



La inconstitucionalidad que se plantea respecto de las previsiones establecidas en los artículos 1, 3, 5, 6, 7, 8, 10, 14, 15, 21, 22 y 23 de la Ley 26.080, encuentra su fundamento en la violación de lo dispuesto por los artículos 114 y 115 de la Constitución Nacional.


En función de lo expuesto precedentemente, solicito que la presente demanda se notifique al Estado Nacional en la calle Balcarce 50 de la Ciudad de Buenos Aires.
III) LEGITIMACIÓN
 

La legitimación activa para el inicio de la presente acción surge del propio estatuto del COLEGIO DE ABOGADOS DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES que, en su Artículo 1 incisos a) y b), establece que el Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires tiene por objeto “propender al mejoramiento del Poder Judicial y velar por su independencia como poder del Estado”; y “propender al progreso de la administración de justicia y al progreso de la legislación”.
 

Es importante destacar que la Ley 23.187, que rige el ejercicio de la profesión de abogado en la Capital Federal, establece en su artículo 6 inc. a) que constituye deber específico de los abogados el de “observar fielmente la Constitución Nacional y la legislación que en su consecuencia se dicte”. Es decir que corresponde a todo abogado y, entre ellos, a quienes forman parte del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y por carácter transitivo a éste, observar que la Constitución sea fielmente respetada y aplicada.
 

En el mismo sentido, en los artículos 6, 7 y 8 del Código de Ética que rige la matrícula de abogados se imponen los siguientes deberes fundamentales respecto del orden jurídico-institucional: Artículo 6: “Afianzar la Justicia: Es misión esencial de la abogacía el afianzar la justicia y la intervención profesional del abogado, función indispensable para la realización del Derecho”; Artículo 7: “Defensa del Estado de Derecho: Es deber del abogado preservar y profundizar el Estado de Derecho fundado en la soberanía del pueblo y su derecho de autodeterminación”; y Artículo 8: “Abogacía y Derechos Humanos: Es consustancial al ejercicio de la abogacía la defensa de los Derechos Humanos, entendidos como la unidad inescindible de derechos civiles y políticos, y derechos económicos, sociales y culturales, conforme los contenidos de la Constitución Nacional, y de las declaraciones, cartas, pactos y tratados internacionales ratificados por la República Argentina”. 

 

Por su parte, el artículo 25 pto. 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“CADH”) -con jerarquía constitucional- establece que “toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución, la ley o la presente convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones judiciales[…]”.

 

En virtud de las consideraciones expuestas, el Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires se encuentra legitimado para iniciar la presente demanda en defensa de los derechos de sus asociados y en contra de la validez de una norma que restringe y altera arbitrariamente normas expresas de la Constitución Nacional.

 

IV) ANTECEDENTES NORMATIVOS
a) Constitución Nacional 

Con la reforma del año 1994 y a través de los artículos 114 y 115, se introdujeron en la Constitución Nacional los institutos del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento.
Art. 114º: “El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley especial sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder Judicial.

 
El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure el equilibrio entre la representación de los órganos políticos resultantes de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula federal. Será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y científico, en el número y la forma que indique la ley. Serán sus atribuciones: 

 

1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las magistraturas inferiores.

 

2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento de los magistrados de los tribunales inferiores.

 

3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley asigne a la administración de justicia.

 

4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados.

 

5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la acusación correspondiente. 



6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y todos aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia de los jueces y la eficaz prestación de los servicios de justicia.”

Art. 115º: “Los jueces de los tribunales inferiores de la Nación serán removidos por las causales expresadas en el artículo 53, por un jurado de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal.

 

Su fallo, que será irrecurrible, no tendrá más efecto que destituir al acusado. Pero la parte condenada quedará no obstante sujeta a acusación, juicio y castigo conforme a las leyes ante los tribunales ordinarios.

 

Corresponderá archivar las actuaciones y, en su caso, reponer al juez suspendido, si transcurrieren ciento ochenta días contados desde la decisión de abrir el procedimiento de remoción, sin que haya sido dictado el fallo.

 

En la ley especial a que se refiere el artículo 114, se determinará la integración y procedimiento de este jurado”.
b) La Ley Nº 24.937 (t.o. Decreto 816/99)
Por su parte, la Ley 24.937, sancionada por el Congreso de la Nación con fecha 10 de diciembre de 1997, reglamentó los artículos 114 y 115 de la Constitución Nacional estableciendo que el Consejo de la Magistratura estaría compuesto por veinte (20) miembros e integrado de la siguiente forma: el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación como presidente del cuerpo, cuatro (4) miembros del Poder Judicial Federal; ocho (8) legisladores (cuatro diputados y cuatro senadores); cuatro (4) representantes de los abogados de la matrícula federal; un (1) representante del Poder Ejecutivo; y dos (2) representantes del ámbito académico y científico. 
Dentro de los miembros del Poder Judicial se garantizó la representación igualitaria de los jueces de Cámara, de los jueces de Primera Instancia y de los magistrados de todo el país. 
También dentro de cada Cámara del Congreso de la Nación debían elegirse dos representantes por la mayoría, uno por la primera minoría y el restante representante por la segunda minoría.

 
Por su parte, el Jurado de Enjuiciamiento se integraría con tres (3) jueces (un ministro de la Corte Suprema y dos jueces de Cámara); tres (3) legisladores (un senador por la mayoría, un senador por la minoría, y un diputado por la mayoría); y tres (3) abogados (dos en representación de la Federación Argentina de Colegios de Abogados -con al menos uno de ellos perteneciente a la matrícula federal del interior del país- y uno por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal). 

c) La Ley Nº 26.080
La Ley 26.080, cuya constitucionalidad se impugna, modificó y sustituyó las disposiciones de la Ley 24.937 (t.o. Decreto 816/99), estableciendo las siguientes reformas:
· Reducción de la cantidad de integrantes del Consejo de la Magistratura de veinte (20) a trece (13) miembros, integrados de la siguiente manera: Tres (3) magistrados del Poder Judicial (garantizando la representación igualitaria de los jueces de Cámara y de Primera Instancia y la presencia de magistrados con competencia federal del interior de la República); seis (6) legisladores (tres por cada Cámara del Congreso, correspondiendo dos a la mayoría y uno a la primera minoría); dos (2) representantes de los abogados de la matrícula federal; un (1) representante del Poder Ejecutivo; y un (1) representante del ámbito académico y científico. 

· Reducción del número de integrantes del Jurado de Enjuiciamiento de nueve (9) a siete (7) miembros, de acuerdo con la siguiente conformación: Dos (2) jueces; cuatro (4) legisladores (dos por cada cámara del Congreso); y un (1) abogado de la matrícula federal.

 
V) LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 26.080
a) Significado del “equilibrio” mencionado en la norma constitucional
Es sobradamente conocido que una de las reformas principales introducidas por la Convención Nacional Constituyente de 1994 fue la creación del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados. Ambas instituciones figuraban ya en el acuerdo de coincidencias suscripto por Carlos Menem y Raúl Alfonsín que inauguró el proceso reformador. De allí se trasladó a la ley declarativa de necesidad de la reforma, dentro del Núcleo de Coincidencias Básicas, es decir del conocido paquete de reformas que debían ser tratadas en forma conjunta y aprobadas o rechazadas en bloque y no individualmente. Dicho Núcleo de Coincidencias Básicas constituía la parte esencial de la modificación constitucional.
Tanto el texto contenido en aquél acuerdo de coincidencias básicas como en la Ley 24.309, en especial en lo que se refiere a la integración del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento, resultan prácticamente idénticos al que fuera aprobado por la Convención e incorporado a la Constitución en los artículos 114 y 115 (puede consultarse un cuadro comparativo en Obra de la Convención Nacional Constituyente 1994, Centro de Estudios Constitucionales y Políticos, Ministerio de Justicia, Buenos Aires, 1995, Tomo IV, pág. 4327 y sgtes.). Las únicas diferencias en cuanto a la regulación de la integración de ambos órganos son:

(i) Consejo de la Magistratura: La aclaración de que la representación de los abogados se refiere a los inscriptos en la matrícula federal, y al reemplazo de la palabra “personalidades” por “personas” del ámbito académico y científico.
(ii) Jurado de Enjuiciamiento: La aclaración de que los abogados representados deben ser de la matrícula federal, y la eliminación de la representación de otras personalidades independientes.

Es importante, a los efectos de interpretar correctamente las normas constitucionales afectadas, analizar la intención y el objetivo que se persiguió con su incorporación al texto de la Constitución. Recuérdese que la Corte Suprema ha reconocido que “la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador” (Fallos 150:151). En el mismo sentido, el Máximo Tribunal sostuvo que “ese mismo principio de interpretación exige se determine el espíritu de la ley, cuando fuera de su letra, está clara y evidente la intención del legislador y máxime si esa intención consta en la exposición de los motivos que la fundaron” (Fallos 111:339). Específicamente, en relación con el valor de las explicaciones de los miembros informantes de los proyectos como pauta interpretativa, la Corte Suprema sostuvo que “si bien es cierto que las palabras o conceptos vertidos en el seno de una ley, son en general simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronuncian, también lo es que no puede decirse lo mismo de las explicaciones o aclaraciones hechas por los miembros informantes de los proyectos o en los informes de las respectivas comisiones encargadas de su estudio, pues tales explicaciones e informes constituyen, según la doctrina y la jurisprudencia, una fuente propia de interpretación” (Fallos 114:299).

De los debates de la Convención Constituyente surge claramente la intención del reformador de modificar el sistema de designación y remoción de magistrados federales inferiores, en el que hasta el año 1994 los órganos políticos tenían intervención exclusiva, introduciendo en dicho proceso a actores ajenos a los mencionados órganos. El convencional César Arias, del Partido Justicialista, al presentar el proyecto de modificación propiciado por los partidos impulsores de la reforma, afirmaba que “lo que se procura con el Consejo de la Magistratura es sustraer las designaciones de los jueces, sus remociones, sus traslados, sus ascensos, de la acción que pueda llegar a darse […] por parte de los regímenes presidencialistas, precisamente por la capacidad de atribuir nombramientos por el Presidente sin intervención de los otros poderes, más allá del acuerdo que brinde el Senado de la Nación” (Obra de la Convención…, Tomo IV, pág. 3248). Agregaba el convencional Arias que en la independencia judicial que -según su opinión- existe en Europa, “mucho tiene que ver, precisamente […], la vigencia de este procedimiento, de esta forma de sustraer la nominación de los integrantes del Cuerpo, la posibilidad de ascensos y de traslados a un Cuerpo de composición mixta, donde tiene preeminencia un determinado sector alejado, justamente, de las apetencias y de las luchas políticas partidarias” (pág. 3249).
Queda claro de los debates de la Convención Constituyente que el objetivo primordial de la creación del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados fue asegurar y afianzar la independencia del Poder Judicial. Se consideraba que el sistema de designación y remoción de magistrados adoptado por la Constitución Nacional de 1853/60, copiado del modelo estadounidense, había degenerado en un método completamente dominado por intereses político partidarios. Por esa razón, se pretendió crear un órgano que limitara la intervención de los órganos políticos emanados de la elección popular (el Poder Ejecutivo y el Legislativo), incorporando al proceso actores que no estuvieran influidos, al menos en forma directa, por la política partidaria. Ya en la declaración conjunta emitida por los Dres. Menem y Alfonsín se señalaba la coincidencia de impulsar la reforma de la Constitución Nacional con el objetivo de, entre otros, afianzar la independencia de la justicia y fortalecer los órganos de control (Obra de la Convención…, Tomo I, pág. 64).
Muy claras fueron también en este sentido las expresiones del miembro informante del despacho de mayoría de la Comisión de Redacción, convencional Enrique Paixao, al dirigirse al plenario de la Convención: “si existe un poder del Estado que necesita una profunda reforma que desde la Constitución apunte a la recuperación de la confianza pública en su sistema institucional, es el poder crítico de ese sistema: el Judicial. […] La Sociedad argentina apetece mayor transparencia en el nombramiento de sus jueces, mayor eficiencia en la remoción de magistrados respecto de los cuales se acrediten actos de inconducta y mayor confiabilidad en la administración de la cosa judicial mientras los jueces desempeñan su función específica, que es la de resolver casos contenciosos. A estos objetivos apunta la importante reforma judicial que contiene el proyecto en consideración. El órgano central de esta reforma es el Consejo de la Magistratura, cuyas funciones van desde una intervención sustancial en el proceso de nombramiento de los jueces hasta la apertura del procedimiento de remoción de éstos y la acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento, órgano éste que pasa a ser el mecanismo de remoción en casos de inconducta para los jueces nacionales, exclusión hecha de quienes integran la Corte Suprema” (Obra de la Convención…, Tomo V, pág. 4888).
En relación con la integración del Consejo de la Magistratura, el convencional Paixao afirmó: “se ha procurado un modelo de equilibrio que garantice la transparencia en el cumplimiento de estas finalidades y el pluralismo en la integración del órgano pero que simultáneamente no convierta al Poder Judicial de la Nación en un sistema autogestionario en el que los jueces -cuya misión es la de decidir casos concretos- puedan llegar a transformarse en la fuente de provisión de nuevos jueces. De tal manera, se ha buscado un modelo intermedio en que los poderes democráticos retengan una importante injerencia en el proceso de designación de los jueces, pero en el que simultáneamente -por participación de los propios jueces en el gobierno de la magistratura y por participación de estamentos vinculados con la actividad forense u otras personas– el sistema judicial esté gobernado con pluralismo aunque sin transferir a quienes no tienen la representación popular la totalidad de los poderes propios distintos de los que le son específicamente propios del sistema judicial, que son los de dictar sentencias, esto es, resolver casos contenciosos” (Obra de la Convención…, Tomo V, pág. 4888).
Como surge de la explicación dada por el referido miembro informante de la mayoría, la reforma estableció un procedimiento en el que los poderes políticos retuvieron importante injerencia a través de la designación de los magistrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, pero con la importante limitación de que dicha designación debía realizarse en base a las ternas propuestas por el Consejo de la Magistratura, en el cual los poderes políticos no tienen (de acuerdo con el texto constitucional) preponderancia.
Bianchi señala con acierto que “ha sido intención del legislador constituyente crear un órgano dotado de competencia específica para realizar, con un mayor grado de profesionalismo, ciertas tareas que antes correspondían directamente a los poderes del Estado” (“El Consejo de la Magistratura (Primeras impresiones)”, LL 1994-E, pág. 1286).

Todas estas expresiones deben ser tomadas cuidadosamente en cuenta al momento de interpretar cláusulas cuyo sentido pueda aparecer como equívoco. Si la intención del constituyente fue la de afianzar la independencia del Poder Judicial y diluir la influencia de los poderes políticos en la designación de magistrados, la reforma no podrá interpretarse en el sentido de permitir que dichos poderes continúen teniendo una marcada influencia en tal procedimiento. De lo contrario, la reforma habría sido inútil y una de las pautas básicas de toda exégesis legal es que las normas no pueden interpretarse de manera que se transformen en irrelevantes o inocuas.
Resulta clave para una correcta interpretación de las normas que regulan la integración del Consejo de la Magistratura, establecer el sentido de la exigencia del artículo 114 de la Constitución de que la referida integración debe procurar el equilibrio entre tres grupos diferentes: (i) los órganos políticos resultantes de la elección popular, (ii) los representantes de los jueces de todas las instancias, y (iii) los representantes de los abogados de la matrícula federal.
En primer lugar entonces, corresponde analizar cuál es el sentido de la expresión “procurar el equilibrio” que utiliza el artículo 114 de la Constitución. Para ello será necesario precisar primeramente el sentido de la palabra “equilibrio”, para luego determinar en qué sentido fue usada por el Constituyente.
De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “equilibrio” tiene las siguientes acepciones: 1. Estado de un cuerpo cuando encontradas fuerzas que obran en él se compensan destruyéndose mutuamente. //2. Peso que es igual a otro peso y lo contrarresta. // 3. fig. Contrapeso, contrarresto, armonía entre cosas diversas // 4. fig. Ecuanimidad, mesura, sensatez en los actos y juicios. // 5. pl. fig. Actos de contemporización, prudencia o astucia, encaminados a sostener una situación, actitud, opinión, etcétera, insegura o dificultosa.
Descartadas la 4ª y 5ª acepción, las que claramente resultan inaplicables al caso bajo examen, advertimos que las otras tres hacen referencia a fuerzas contrapuestas cuyo impulso se anula mutuamente, de manera que ninguna de ellas puede prevalecer sobre la otra. Es una verdad de Perogrullo que entre una fuerza que se imponga sobre otra no existe equilibrio.
Lo dicho es plenamente aplicable al caso examinado, en donde el significado de las palabras no varía, ya que las mismas no están utilizadas en sentido técnico alguno, que difiera del significado común que ellas tienen. Pero aún si se pretendiera afirmar lo contrario, debe tenerse en cuenta que la noción de equilibrio no es algo novedoso en nuestro sistema constitucional, toda vez que es la piedra angular sobre la que se basa la separación de poderes. El nuestro es un sistema de separación y equilibrio de los poderes y esa noción de equilibrio nos remonta a la conocida frase de Montesquieu de que le pouvoir arret le pouvoir (el poder detiene al poder), la que ilustra perfectamente el sentido constitucional de la noción de equilibrio: las fuerzas en pugna se contrarrestan mutuamente, logrando que ninguna pueda imponerse a la otra.
Este es el sentido claro de la norma constitucional que regula la integración del Consejo de la Magistratura. Cuando el artículo 114 exige que se procure el equilibrio entre los representantes de los distintos sectores que menciona, pretende que se establezca una relación entre ellos en la cual ninguno pueda adoptar o bloquear decisiones por sí solo, sino que deba para ello contar con el respaldo de algunos de los otros sectores. Así lo entendieron también los miembros de la Comisión de Redacción de la Convención Constituyente: “la Constitución ha prescripto que la configuración del órgano esté signada por el equilibrio. Con ello ha establecido que la composición numérica debe garantizar que los poderes políticos no tengan en él una hegemonía que menoscabe la transparencia en el cumplimiento de las funciones -muchas y muy importantes- que le asigna, y ha de asegurar el pluralismo en su integración. Esa composición, a su vez, no puede tener características tales que resulte generado un sistema de cooptación en el nombramiento de los jueces, o que quede transformado el sistema judicial en autogestionario, con olvido de que la función de los jueces es, primordialmente, la de decidir casos contenciosos” (La Reforma de la Constitución explicada por los miembros de la Comisión de Redacción, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1994, pág. 415).
Esta es la posición unánime de la más autorizada doctrina constitucional argentina. Bidart Campos sostuvo que “la mención del equilibrio entre tales representaciones es muy importante, porque –por ejemplo- quedaría roto si por la cantidad de miembros de los órganos políticos de origen popular quedara a merced de ellos una predominancia que neutralizara la representación de los jueces y de los abogados que, de algún modo, son pares del candidato por la índole de sus funciones profesionales” (Tratado de Derecho Constitucional Argentino, Ediar, Buenos Aires, 1995, Tomo VI, pág. 493). 
Algunos autores llegan incluso a sostener que los representantes de los jueces deberían tener mayoría en el Consejo y que los restantes sectores deberían ejercer una suerte de control sobre esa mayoría (Dromi y Menem, La Constitución Reformada, Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1994, pág. 375; Bielsa, citado por Bidart Campos, op. cit., pág. 493, nota 1).
Repárese asimismo que la Constitución engloba dentro de un mismo grupo (órganos políticos resultantes de la elección popular) al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo. Resulta claro que la Constitución pretende que el equilibrio exista entre los representantes de los órganos políticos (tomados en conjunto), los representes de los jueces y los representantes de los abogados. Esta cuestión, que podría parecer meramente semántica, es de fundamental importancia para la correcta interpretación del mandato constitucional. Ninguno de los tres grupos mencionados puede ser desagregado o separado a los efectos de determinar si existe o no equilibrio en su representación ante el Consejo de la Magistratura. Así, por ejemplo, no sería válido constitucionalmente establecer distintas representaciones para los jueces de diferentes instancias, como tampoco lo es que el equilibrio se pretenda establecer entre representantes de la Cámara de Diputados, del Senado y del Poder Ejecutivo, tomados separadamente, con los restantes sectores.
Debe tenerse en cuenta que el equilibrio entre los tres estamentos mencionados en el art. 114 de la Constitución Nacional no tiene por objeto organizar el sistema de mutuo control entre los tres poderes clásicos de nuestra organización institucional. Dicho mutuo control, propio del sistema denominado de “frenos y contrapesos”, está dado por la facultad del Poder Ejecutivo de designar los jueces, aún dentro de la terna propuesta por el Consejo de la Magistratura. Por su parte, el Poder Legislativo ejerce su control mediante el acuerdo del Senado (art. 99, inc. 4º de la Constitución Nacional).

Por lo tanto, el Consejo de la Magistratura es un órgano con funciones técnicas orientadas a la selección de magistrados, a su remoción y a la administración del Poder Judicial. El componente político incluido en él en manera alguna desvirtúa esa función técnica y esa es la razón del equilibrio con los otros estamentos. Es por eso que cualquier alteración del mencionado equilibrio desvirtúa la función del Consejo de la Magistratura y el sistema de selección y remoción de magistrados que, según hemos visto, la reforma de 1994 pretendió extraerlo de la influencia de la política partidaria y de esta manera corregir las anomalías del sistema anterior.

En cuanto a la integración del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, si bien la Constitución no indica que deba existir equilibrio, dicha diferencia con lo normado respecto del Consejo de la Magistratura no debe ser entendida como que el artículo 115 autorice que los órganos políticos puedan tener preponderancia en él. Ello implicaría sostener que la reforma nada ha modificado y que ha sido solamente una alteración cosmética, ya que en nada habría influido en el anterior esquema en el cual los órganos políticos eran quienes decidían acerca de la remoción de un magistrado. Por el contrario, la falta de exigencia del equilibrio sólo puede ser interpretada en el sentido de que aquí el constituyente no tenía los mismos reparos en cuanto a que la remoción pudiera estar dominada por los mismos jueces, a diferencia de lo que ocurre con el Consejo de la Magistratura.
b) Las reformas y sus perniciosos efectos:
Fácil es advertir que la composición del Consejo de la Magistratura establecida por la Ley 26.080 viola el mandato constitucional, determinando una composición absolutamente desequilibrada a favor de los órganos políticos y, dentro de ellos, de los representantes del partido gobernante. Adviértase que el hecho de que algunas de las inconstitucionalidades que afectan a la Ley 26.080 también puedan predicarse de la anterior composición del Consejo establecida en la Ley 24.937, no tornan inadmisible la impugnación, ya que dos normas inconstitucionales no hacen una norma válida.
En primer lugar, la norma cuestionada separa a los órganos políticos en tres representaciones diferentes, otorgándoles en definitiva siete (7) representantes de un total de trece (13), en tanto los representantes de los jueces serán tres (3) y los de los abogados dos (2). Fácil es advertir la flagrante violación de lo dispuesto en el artículo 114 de la Constitución Nacional. Los representantes de los órganos políticos resultantes de la elección popular cuentan en la nueva composición del Consejo con la mayoría absoluta de sus integrantes, lo cual, de acuerdo con el artículo 9 les garantiza quórum propio y, salvo en los pocos casos en los que la ley exige mayorías agravadas, el número necesario para poder imponer las decisiones. Eso demuestra claramente la existencia de un profundo desequilibrio a favor de los órganos políticos, que vulnera el expreso mandato constitucional. En este punto debe hacerse una importante advertencia. Hábilmente se pretende presentar la cuestión computando cuántos miembros del Consejo podrán ser designados por el partido gobernante. Sin embargo, el artículo 114 no distingue entre los representantes de los órganos políticos afines al gobierno de turno y los de la oposición. Lo que la Constitución manda es que exista equilibrio entre los representantes de esos órganos políticos, los de los jueces y los de los abogados, no que los representantes afines al gobierno no tengan mayoría en el Consejo. Por ende, resulta irrelevante si esos representantes afines al gobierno tienen o no mayoría para imponer sus decisiones, ya que el equilibrio que debe procurarse se encuentra violado con la diferencia de representación entre los tres estamentos. 

La reducción del número de representantes de los abogados de la matrícula federal fue muy superior (50%), lo cual es una demostración más de la violación del mandato constitucional. 
 

En lo que respecta a la reducción de la representación correspondiente al ámbito académico y científico, ésta es contraria a lo dispuesto por la Constitución Nacional, toda vez que el artículo 114 expresamente se refiere a la integración por parte de “personas del ámbito académico y científico” en plural. Sin embargo y a pesar de la claridad del texto del citado artículo, a partir de la Ley 26.080 solamente un representante del ámbito académico y científico integrará el Consejo de la Magistratura.
 

Por el contrario, los representantes de los órganos políticos solamente se redujeron de nueve (9) a siete (7) integrantes (tres senadores, tres diputados y un representante del Poder Ejecutivo) alcanzando el 53,87%, lo que supone un porcentaje suficiente para sesionar con quórum propio y teniendo la posibilidad de resolver sobre todas aquellas cuestiones que no requieran de mayoría especial (que son la enorme mayoría).
 

Esta situación se agrava si tenemos en cuenta que de los tres (3) representantes de cada Cámara del Congreso, sólo uno (1) corresponderá a la primera minoría y los otros dos (2) pertenecerán al partido mayoritario, el que en la generalidad de los casos es el partido del Presidente de la Nación. Se elimina la representación de la segunda minoría, lo cual afecta la necesaria pluralidad que debe tener el Consejo de la Magistratura. 

 

Si a los representantes del sector legislativo se les agrega el representante del Poder Ejecutivo, los representantes afines al gobierno de turno serán cinco (5) integrantes (sobre siete (7) que le corresponden al sector político). Por lo tanto, el oficialismo tendrá cinco (5) representantes sobre trece (13) miembros, lo que representa el 38,46% del total; es decir, más de un tercio de la totalidad de los miembros del Consejo de la Magistratura.
 

Como resultado de la reforma establecida en la nueva ley, los representantes afines al gobierno de turno podrán bloquear -por sí solos- cualquier decisión que requiera una mayoría especial, lo cual agrava la inconstitucionalidad de la norma. Se advierte así que como consecuencia de la Ley 26.080, la reforma constitucional de 1994 -en cuanto a los fines que persiguió con la creación del Consejo de la Magistratura- ha sido bastardeada y se la ha privado de efectos. Como dijimos al comienzo de este escrito, no es posible interpretar una reforma constitucional de tal manera que signifique cambiar para que nada cambie. Si con anterioridad a la reforma de 1994 los órganos políticos controlaban en forma exclusiva el procedimiento de designación y remoción de jueces, es incongruente que se admita que después de ella nada cambie y los órganos políticos continúen controlando en forma exclusiva dicho procedimiento. Admitir eso significaría afirmar que la tarea del constituyente de 1994 careció de sentido y resultó un mero ejercicio semántico, privado de efecto práctico alguno.


El desequilibrio entre las distintas representaciones se agrava con la reducción del quórum necesario para sesionar a la mayoría absoluta. Esta modificación también es contraria al equilibrio exigido en la Constitución Nacional, toda vez que implica que el Consejo de la Magistratura podría sesionar con la sola presencia de los legisladores y el representante del Poder Ejecutivo. La inconstitucionalidad es tan palmaria que no hace falta indagar más para que aparezca a todas luces la violación del requisito de equilibrio. El artículo 114 de la Constitución Nacional fue diseñado para evitar, precisamente, que uno solo de los estamentos representados pudiese imponer decisiones por sí. Sin embargo, la Ley 26.080 hace tabla rasa con la Constitución y elimina a los representantes de los jueces y de los abogados en la toma de la casi totalidad de las decisiones.
  

La ley impugnada elimina la participación de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en virtud de que el Consejo de la Magistratura ya no será presidido por el Presidente del Máximo Tribunal de la Nación. 
 

La falta de representación por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación obviamente resulta una clara violación al mandato constitucional que requiere que el Consejo de la Magistratura esté integrado por “jueces de todas las instancias” (artículo 114 de la Constitución Nacional). Por otra parte, el hecho de que el Presidente del Consejo sea designado con el voto de la mayoría absoluta de los miembros del Consejo demuestra una vez más el desequilibrio a favor de los órganos políticos, los que cuentan con número suficiente para poder designarlo sin que la oposición de los otros sectores pueda impedirlo. Una institución creada para funcionar a base de un amplio consenso ha sido convertida en dócil criatura a merced de los órganos políticos.


En relación con el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, la Ley 26.080 pone en manos de los órganos políticos una institución que fue creada precisamente para privar a esos órganos políticos de preponderancia en el procedimiento de remoción. Esto se logra al elevar la participación del órgano legislativo dentro del Jurado de Enjuiciamiento. A partir de la vigencia de la Ley 26.080, cuatro (4) de los siete (7) miembros del Jurado de Enjuiciamiento pertenecerán al sector político (anteriormente se encontraba integrado por nueve (9) miembros, de los cuales tres (3) de ellos eran jueces; tres (3) eran legisladores; y tres (3) eran abogados).



Por otra parte, la Ley 26.080 unifica la Comisión de Acusación con la Comisión de Disciplina (dos comisiones claves), creando la Comisión de Disciplina y Acusación. Ésta estará ahora conformada por nueve (9) miembros, de los cuales cinco (5) pertenecen a los órganos políticos (dos diputados, dos senadores, y un representante del Poder Ejecutivo), lo cual demuestra nuevamente que la intención de la norma cuestionada ha sido permitir que los órganos políticos logren el control del Consejo de la Magistratura, a contramano de lo dispuesto por la Constitución Nacional. Habida cuenta que la Ley 26.080 no lo prohíbe, todos estos representantes podrían pertenecer al partido político del gobierno de turno, otorgándole al oficialismo una mayoría simple y la posibilidad cierta de decidir sobre la permanencia de los jueces en sus cargos, afectando gravemente el principio de estabilidad, pilar fundamental de la independencia del Poder Judicial. 
 

Se eleva así la participación del estamento político no sólo en el pleno del Consejo de la Magistratura sino también en todas sus comisiones. 

  
Por el contrario, en lo que respecta al sector de los abogados, la participación dentro de las comisiones quedó reducida a su mínima expresión, a saber: (i) en la Comisión de Disciplina y Acusación compuesta por nueve miembros, un único representante del sector de los abogados; (ii) en la Comisión de Administración y Financiera compuesta por siete miembros, un único representante de los abogados; (iii) en la Comisión de Reglamentación compuesta por seis miembros, también un único representante; y (iv) en la Comisión de Selección de Magistrados y Escuela Judicial compuesta por ocho miembros, ningún representante del sector de los abogados.
 
Resulta por demás llamativa y absolutamente inexplicable la exclusión de los representantes del sector de los abogados justamente en la comisión encargada de la selección de los magistrados. Como dijo Piero Calamandrei (“Demasiados Abogados”) la magistratura judicial y la abogacía son “vasos comunicantes” integrados en el sistema de administración de Justicia. Por lo tanto, la integración de los abogados en la comisión de selección de magistrados no es un “privilegio corporativo”, se trata, nada más ni nada menos, que contar con la opinión de los propios operadores de la Justicia en dos ramas de un mismo sistema: la abogacía y la magistratura. 


De más está decir que la modificación respecto de la conformación de las comisiones viola el principio de equilibrio establecido por la Constitución Nacional, el cual no está limitado exclusivamente al pleno del Consejo de la Magistratura, sino que debe traducirse en todo su funcionamiento. Se ha incrementando arbitrariamente la participación del poder político, privando así de efectos a la reforma constitucional de 1994. 
 

c) Fundamentos de la inconstitucionalidad planteada: 
En los párrafos anteriores se señalaron los vicios que tornan inconstitucional a la Ley 26.080. Corresponde sin embargo realizar un repaso de los mismos: 
(c.1) Equilibrio:
Ya se ha hecho mención al significado del concepto de equilibrio exigido por el artículo 114 de la Constitución Nacional conforme al significado común de esta palabra que, como se dijo, implica la neutralización de fuerzas que evitan la primacía de una sobre otra. Contrariando esta noción, la Ley 26.080 estableció una conformación del Consejo de la Magistratura que produce un notorio y evidente desequilibrio en favor de la representación política. 
Una de las finalidades de la reforma del año 1994, fue la de modificar el sistema de designación y remoción de los jueces, para dar mayores garantías de independencia a los jueces y al Poder Judicial. La creación del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados pretendió mejorar el criterio de selección y destitución de los jueces, reduciendo la intervención política, ya que hasta ese momento las vacantes judiciales eran cubiertas por el Poder Ejecutivo con el acuerdo del Senado y los magistrados eran removidos a través del juicio político. 
Sin embargo, ese objetivo queda anulado si el Consejo y el Jurado de Enjuiciamiento adoptan un perfil eminentemente político. Por otra parte, es claro que la nueva integración del Consejo de la Magistratura carece absolutamente de equilibrio, por lo que la inconstitucionalidad de la norma surge de manera evidente.
Ninguna ley reglamentaria del Consejo de la Magistratura puede permitir que el peso relativo de los órganos políticos tenga preponderancia sobre los restantes sectores. Cuando la Constitución requiere procurar el equilibrio, se refiere al hecho de que un sector no predomine sobre los otros; es decir, que uno de los sectores mencionados no ejerza una acción hegemónica respecto del conjunto o no controle por sí mismo al Consejo de la Magistratura. 

En tal sentido, la Constitución Nacional no establece que las mayorías y las minorías tienen que estar representadas en el Consejo de la Magistratura en las mismas proporciones que en la Legislatura, sino que establece que debe haber un equilibrio, lo cual implica también que debe asegurarse la pluralidad política. 
Considero importante citar textualmente las palabras de uno de los juristas que intervinieron en la gestación del Consejo de la Magistratura, el Dr. Ricardo Gil Lavedra quien, comentando el proyecto que luego fuera convertido en la ley impugnada dijo: “Obviamente, equilibrio no quiere decir igualdad, pero apunta a que la integración del Consejo no permita que un sector pueda prevalecer sobre otro o pueda imponer sus decisiones o tener poder de veto sobre las decisiones de los demás. Que no puedan tenerlo los jueces, ni los abogados, pero tampoco los políticos. Sin embargo, el proyecto del kirchnerismo reduce ciertos estamentos más que otros y así despierta fundadas sospechas acerca del avance de un poder sobre otro. Pareciera que cada gobierno justicialista, antes el de Menem y ahora el de Kirchner, necesita avanzar sobre la Justicia, avasallarla” (en La Nación del 24 de diciembre de 2005).

Por su parte, el Dr. Mariano Cuneo Libarona describe claramente los efectos del desequilibrio producido por la ley impugnada con las siguientes palabras: “Con la reforma, ese equilibrio desaparece, pues apenas cinco consejeros oficialistas (cuatro diputados y un representante del PEN) se opongan a la designación de un magistrado que no sea de su simpatía (proyecto, art. 2º), o simplemente con que esos cinco consejeros no avalen la remoción de un juez (art. 3º), decisiones éstas que requieren dos tercios de los votos (son las dos facultades más importantes del Consejo), la voluntad de los otros ocho consejeros quedará enervada. Nacerá, así, un poder de veto en manos de los políticos oficialistas de turno. Situación, por lo demás, insuperable, ya que el Consejo pierde, respecto de ellos, el poder de autodepuración que mantiene para con sus otros miembros” (diario La Nación del 31 de enero de 2006, “Nombramiento y remoción de Jueces”).

(c.2) Independencia del Poder Judicial:
La importancia de mantener el equilibrio y la pluralidad dentro del Consejo de la Magistratura, evitando la preponderancia de cualquier sector, se funda en el principio de independencia del Poder Judicial, el cual surge de la misma estructura fundacional del Estado Argentino. Sabido es que nuestra Constitución adoptó el sistema de separación y equilibrio de los poderes, lo cual exige necesariamente la existencia de un Poder Judicial independiente. El actual artículo 108 pone a cargo de la Corte Suprema y de los demás tribunales inferiores el poder judicial, lo cual implica que el mismo no puede ser ejercido por ninguno de los restantes órganos del Estado. Esta independencia se confirma con las disposiciones que prohíben al Poder Ejecutivo el ejercicio de cualquier función judicial, y con las garantías de inamovilidad e intangibilidad de la remuneración de los jueces del Poder Judicial. 
La verdadera finalidad de la Ley 26.080, que pretende basarse en argumentos de eficientismo, es la de otorgar al poder político el absoluto dominio y el control de las decisiones que adopten tanto el Consejo de la Magistratura como el Jurado de Enjuiciamiento. Resulta útil recordar en este punto la magistral frase del juez de la Corte Suprema de los Estados Unidos de América, respecto de los pretendidos eficientismos en los que se escudan estas violaciones a la Constitución: “la doctrina de la separación de poderes fue adoptada por la Convención de 1787 no para promover la eficiencia sino para evitar el ejercicio del poder arbitrario. Su propósito no fue evitar la fricción, sino, a través de la inevitable fricción inherente a la distribución del poder gubernamental en tres departamentos distintos, salvar al pueblo de la autocracia” (“Myers vs. United States”, 272 U.S. 52, pág. 293). Esto mismo es aplicable al caso en cuestión.


VI) CUESTIÓN JUSTICIABLE
La cuestión que se plantea en esta demanda es una cuestión justiciable y es competencia del Poder Judicial proceder a decidirla. El principio republicano de separación de poderes, de la forma en que ha sido interpretado en nuestro país, siguiendo la doctrina de las political questions de la Corte Suprema de los Estados Unidos, determina que el Poder Judicial carece de jurisdicción para entender en las causas en que se impugnan los actos cumplidos por los otros poderes en el ámbito de sus respectivas facultades privativas.

Ahora bien, habida cuenta de que se trata de una excepción al principio general de la justiciabilidad, se debe aplicar un criterio restrictivo para la determinación de las cuestiones políticas no justiciables. Por ello, las llamadas cuestiones políticas deben limitarse a los asuntos genuina y específicamente políticos y no servir de instrumento para frustrar el control de constitucionalidad que es propio del Poder Judicial. 

Conforme a la opinión mayoritaria de la doctrina, las cuestiones políticas no justiciables serían: a) aquellas de carácter internacional como las cuestiones relacionadas con la soberanía, la celebración de tratados, la ruptura de relaciones diplomáticas con otros Estados, y la declaración de guerra; y b) aquellas relacionadas con la garantía constitucional de la forma republicana de gobierno, como la declaración de estado de sitio; la intervención federal, la convocatoria a elecciones, y las vinculadas con la organización y funcionamiento de los órganos políticos. 

Por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido desde antiguo que “los actos políticos de los Poderes Públicos de la Nación, disponiendo su intervención en las provincias, no fundan un caso judicial.” (CSJN, 07/09/1893, “Cullen, Joaquín M. v. Llerena, Baldomero”). 

Agregó también que “el control de inconstitucionalidad no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador” (CSJN, 11/09/1986, “Miguel, Carlos E.”, JA 1988-II-391). En otro caso afirmó que “el Poder Judicial no está facultado a decidir sobre el acierto del Poder Ejecutivo en las medidas tendientes a conjurar una situación de emergencia económica” (CSJN, 31/08/1989, “Firpo, Arnaldo R. y otros v. Estado Nacional”, JA 1989-IV-85). En el mismo sentido “no compete a los jueces resolver cuestiones de política económica que son privativas de los otros poderes del Estado” (CSJN, 04/05/1995, “Horvath, Pablo v. Dirección General Impositiva”, JA 1999-II-síntesis).
Sin embargo, con el tiempo el Máximo Tribunal ha ido restringiendo y acotando el ámbito de las cuestiones políticas, receptando la posibilidad de contralor judicial en temas que anteriormente hubieran sido considerados como cuestiones políticas. 

Así, la Corte Suprema de Justicia ha establecido su criterio en el sentido de que no escapan a la revisión por parte del Poder Judicial las proyecciones que las cuestiones políticas puedan tener sobre los derechos constitucionales. “[…] que, desde luego, al tratarse de una atribución conferida a otro poder de igual jerarquía que el judicial, no es del resorte de éste juzgar acerca del mérito, acierto o conveniencia con que la Legislatura ha usado de su potestad. Median para tal impedimento razones constitutivas del principio de separación de poderes cuyo quebrantamiento conllevaría el del propio régimen republicano que rige tanto para la Nación como para las provincias. […] Que, empero, cuando ante los estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en el ejercicio de tal atribución, con fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución produciéndose un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca, se configura una causa judicial atinente al control de constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial. […] El ejercicio de la facultad de fijar las retribuciones de los jueces es algo muy distinto del control de constitucionalidad de las consecuencias de dicho ejercicio en un caso judicial. Tan exclusivo de la Legislatura es el primero, como del Poder Judicial el segundo. No hay en esto interferencias ni supremacías entre los poderes, sino cumplido acatamiento del principio básico del sistema que rige en la República, según el cual, la organización política, social y económica del país reposa en la ley (Fallos: 234:82 y otros). Y es precisamente de ésta de la que surgen los dos ámbitos diferenciados de funciones que han sido puntualizados. […] Que, de tal manera, resulta inconsistente considerar que la referida labor del órgano judicial implica un indebido apoderamiento de atribuciones reservadas al Poder Legislativo. Ello ocurriría si se hubiese pretendido que dicho órgano judicial determinase las retribuciones de los magistrados. Mas no es ése el objeto de este proceso. Sí lo es, el de revisar, en el caso y para el caso, si las normas puestas en discusión han agraviado el derecho emanado de la Constitución local alegado por el demandante a fin de que, de haber ello ocurrido, se enderece el entuerto y se restablezca el imperio de la norma jerárquicamente superior. […] Si una ley entra en conflicto con la Constitución y ambas son aplicables a un caso, la Corte debe determinar cuál de, ellas lo gobierna. Esto constituye lo sustancial del deber de administrar justicia. Luego, si los tribunales deben tener en cuenta la Constitución y ella es superior a cualquier ley ordinaria, es la Constitución y no la ley la que debe regir el caso al cual ambas se refieren. Lo contrario, significaría sostener que si el Congreso actúa un modo que le está expresamente prohibido, la ley así sancionada sería eficaz, no obstante tal prohibición. Se estaría confiriendo práctica y realmente al Congreso una omnipotencia total con el mismo aliento con el cual se profesa la restricción de sus poderes dentro de límites estrechos ("Marbury v. Madison", 2 L. Ed. 60).” (CSJN, 12/04/1988, “Bruno, Raúl Osvaldo s/ amparo”, JA 1988-III-119, Fallos 311:460).

Específicamente en cuanto a la cuestión del procedimiento de designación de magistrados judiciales la Corte Suprema sostuvo “[…] que el sistema constitucional de designación y remoción de los jueces y las leyes que reglamentan la integración de los tribunales ha sido inspirado en móviles superiores de elevada política institucional, con el objeto de impedir el predominio de intereses subalternos sobre el interés supremo de la justicia y de la ley. Tal sistema se ha estructurado sobre un pilar fundamental: la independencia propia del Poder Judicial, requisito necesario para el ejercicio del control que deben ejercer los jueces sobre los restantes poderes del Estado, y esa independencia se refleja en la eliminación de los tribunales especiales ad hoc, de modo que los magistrados se vean libres de toda presión o influencia provocada por los intereses que operarían en su designación. […] Que, de acuerdo con los principios enunciados, cabe concluir que, en el sub examine, la integración del más alto tribunal local por parte del Poder Ejecutivo provincial, en las condiciones expuestas, significa inmiscuirse en el ejercicio de la función judicial y desconocer la ley de organización del poder judicial provincial que prevé el procedimiento a seguir en los casos en que los ministros tengan algún impedimento para ejercer la función que les ha sido encomendada. […] Con mayor razón aquellas reglas no son aplicables frente a situaciones como las del caso en el que se comprueba que han sido lesionadas expresas disposiciones constitucionales, que hacen a la esencia de la forma republicana de gobierno, en el sentido que da al término la Constitución Nacional, y que constituye uno de los pilares del edificio por ella construido con el fin irrenunciable de afianzar la justicia.” (CSJN, 22/04/1987, “Sueldo de Posleman, Mónica R. y otra”, JA 1987-II-135, Fallos 310:804).

Finalmente, en el caso “Fayt” la Corte afirmó: “si bien es necesario preservar al Poder Judicial de la sobrejudicialización de los procesos de gobierno, ello no supone que abdique del control de constitucionalidad de las normas o actos emanados de los otros poderes del Estado -como es una convención reformadora-, cuando se observen los recaudos constitucionales que habiliten su jurisdicción […] El Poder Judicial está habilitado para juzgar, en los casos que se le planteen, si el acto impugnado ha sido expedido por el órgano competente, dentro del marco de sus atribuciones y con arreglo a las formalidades a que está sujeto” (CSJN, 19/08/1999, “Fayt, Carlos S. v. Estado Nacional”, Fallos 322:1616).
Lo expuesto demuestra que el Poder Judicial posee competencia para decidir la cuestión planteada, y así debe hacerlo.


VII) COMPETENCIA DE LA JUSTICIA FEDERAL
La presente demanda es de competencia de la justicia federal.  Como expresó recientemente la Corte Suprema de Justicia de la Nación “la competencia federal prevista por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2º inc. 1º de la ley 48 procede cuando el derecho que se pretende hacer valer se funda directa e inmediatamente en uno o varios artículos de la Constitución Nacional, en leyes federales o en tratados con las naciones extranjeras, es decir, cuando lo medular de la disputa versa sobre el sentido y los alcances de esos preceptos, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución del litigio (Fallos: 311:1900, entre muchos otros)” (in re “Valot S.A. c/ Municipalidad de Campana s/ acción de inconstitucionalidad”, fallo del 24 de abril de 2003).

Como se indicó precedentemente, la presente demanda se funda en la violación de la Carta Magna, en cuanto a las disposiciones de sus artículos 114 y 115, y 8.1 de la CADH, ocasionada por una Ley Federal. En tal sentido, reúne los tres requisitos que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha exigido para considerar configurada la presencia de un caso que pueda ser resuelto por el Poder Judicial, a saber: a) “actividad administrativa que afecte un interés legítimo”; b) “que el grado de afectación sea suficientemente directo”; y c) “que aquella actividad tenga concreción bastante” mediante “actos concretos o en ciernes del poder administrador” (“Pereyra, Eliseo A. c. Estado Nacional y otro (Salta) s/ inconstitucionalidad”, Fallos 320:1556, considerandos 5º y 6º).
VIII) MEDIDA CAUTELAR

Mi parte solicita que, previo a todo trámite, V.S. dicte una medida cautelar haciendo saber al Estado Nacional que, hasta tanto recaiga sentencia definitiva en estas actuaciones, deberá abstenerse de dar cumplimiento a las disposiciones previstas en la Ley 26.080. 
La medida cautelar que se solicita es procedente por cuanto se verifican en el caso todos los requisitos que establece el artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.
En este caso la verosimilitud del derecho es evidente, a la luz de lo que se expuso en el presente escrito respecto de la manifiesta inconstitucionalidad de la Ley 26.080. En efecto, en el caso de la normativa en cuestión, el Congreso de la Nación ha sancionado un régimen que se evidencia como contradictorio a las reglas constitucionales.
Al ampliar el campo de actuación del poder político dentro del Consejo de la Magistratura, la Ley 26.080 rompe con el equilibrio consagrado en dicho artículo. Por otro lado, la politización de un órgano que controla al Poder Judicial, como es el Consejo de la Magistratura, atenta contra el principio de independencia e imparcialidad de los jueces previsto en el artículo 8.1 de la CADH. 

Asimismo, la Ley 26.080 atenta particularmente contra los derechos y garantías de los abogados -y por consiguiente de mi representado- al reducir en forma diferenciada, desproporcionada e injustificada la representación de este sector dentro del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento rompiendo el equilibrio prescripto en la Constitución Nacional en detrimento del sector de los abogados.
Respecto de este requisito, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha pronunciado expresando que “las medidas cautelares [...] no exigen de los magistrados el examen de la certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo de su verosimilitud” (“Kraft Foods Argentina c. Provincia de Chubut”, Fallos 325:388).

Con relación a la situación de peligro en la demora, debe señalarse que, por violar las disposiciones de los artículos 114 y 115 de la Constitución Nacional y 8.1 de la CADH, la aplicación de la Ley 26.080 genera un inmediato perjuicio en lo que respecta a la vigencia del Estado de Derecho y la seguridad jurídica de la Constitución Nacional, como así también en cuanto a la vigencia y garantía del derecho constitucional de tener una justicia independiente e imparcial. 
La Ley 26.080 atenta contra las instituciones y los principios del sistema republicano, contra la independencia del Poder Judicial de la Nación y contra el propio Estado de Derecho. El mantenimiento de estas instituciones y principios configura un respeto incondicional a la Constitución Nacional, y su avasallamiento por parte del Estado Nacional es un perjuicio que afecta -no sólo a los abogados en particular- sino también a toda la comunidad. En ningún sistema en el que la selección y designación de los jueces dependa de la voluntad política de quien ejerza el poder, existe independencia judicial. Esta falta de independencia de los jueces condiciona su actuación en detrimento de la justicia.

Asimismo, en este caso en particular, debe tenerse en cuenta la inminencia de un proceso electoral para la elección de los nuevos  representantes de los abogados que formarán parte del Consejo de la Magistratura, lo que produciría la efectiva consumación de la inconstitucionalidad de la nueva norma (en el mes de noviembre del presente año vencen los mandatos de los actuales miembros del Consejo de la Magistratura).

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha expresado que para la concesión de medidas precautorias como la de autos, el peligro en la demora debe establecerse tomando en cuenta “los diversos efectos que podría provocar la aplicación de las disposiciones impugnadas” (Central Dock Sud S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa, 20/10/98, C. 83 XXXIV y Fallos 314: 1312). Y en el mismo sentido, también ha resuelto que “[...] es de la esencia de la medida sub examen enfocar sus proyecciones -en tanto dure el litigio- sobre el fondo mismo de la controversia, porque dichas medidas precautorias se encuentran enderezadas a evitar la producción de situaciones que podrían tornarse de muy dificultosa o imposible reparación en la oportunidad del dictado de la sentencia definitiva (causa S.2597 XXXVIII citada)” (“P. de M. I. J. M. c. Asociación Civil Hospital Alemán”, Fallos 326:2503):
Finalmente, con respecto a la contracautela, se debe tener presente que se trata de un medio cuya finalidad es la de asegurar el eventual resarcimiento por los daños y perjuicios que pudieran resultar en caso de que la demanda fuera rechazada. 
Sin embargo, atento a las particulares características del presente caso y la presente acción, la contracautela no resulta un requisito esencial ya que el dictado de la medida cautelar solicitada no podría de ninguna forma ocasionar daños y perjuicios que debieran ser posteriormente resarcidos. 
En base a las consideraciones anteriormente expuestas, y en orden a lo normado en los artículos 195, 230 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se solicita a V.S. el dictado de una medida cautelar en virtud de la cual se ordene al Estado Nacional abstenerse de dar cumplimiento a las disposiciones de la Ley 26.080, hasta tanto recaiga sentencia definitiva en la presente causa.
IX) PRUEBA


Mi parte acompaña a la presente demanda la siguiente prueba documental:
ANEXO I: Copia del estatuto del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires y del acta de designación de autoridades.


ANEXO II: Texto de la Ley 26.080.
Teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión debatida donde no hay hechos controvertidos, solicito se declare la cuestión de puro derecho.
X) RESERVA DEL CASO FEDERAL
Hago reserva del derecho de mi representada de recurrir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la vía que establece el artículo 14 de la Ley 48, en atención a que mediante la norma emanada del Congreso de la Nación se pone en tela de juicio la inteligencia de la Constitución Nacional (artículos 114 y 115, y artículo 8.1 de la CADH).  

XI) AUTORIZACIONES

Autorizo a los Dres. Alberto D. Q. Molinario, Leandro Castelli, Ariel Irízar, Facundo Viel Temperley, Luciana Giannico, Santiago Borges, Carolina Quintana, Cecilia Roude, Carolina Troiani y Martín Beyries, a dejar nota, revisar y retirar el expediente, retirar copias, mandamientos, cédulas, oficios, presentar escritos, como así también efectuar desgloses y sacar fotocopias.
XII) PETITORIO


Por todo lo expuesto, a V.S. solicito:
 
1) Me tenga por presentado, por parte en el carácter invocado y por constituido el domicilio.

2) Se tenga por presentada la demanda.

3) Se tenga presente la documental adjuntada, sin perjuicio de ampliar la misma en la etapa procesal oportuna.

4) Se tengan presente las autorizaciones conferidas y la reserva del caso federal.

 

5) Previo a todo trámite, se dicte la medida cautelar solicitada.

 

6) Oportunamente, se dicte sentencia declarando la inconstitucionalidad de la Ley 26.080. 
Proveer de conformidad,

         SERÁ JUSTICIA.
ANEXO I
ANEXO II
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